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LA IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA

Informa que como lo dispone el Decreto número 53 de 
enero 13 de 2012, artículo 3°, del Departamento Nacional 
de Planeación, a partir del 1° de junio de 2012 los contratos 
estatales no requieren publicación ante la desaparición del 
Diario Único de Contratación Pública.

LEY 2160 DE 2021
(noviembre 25)

por medio de la cual se modifica la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007.

L)	 Los contratos o convenios que las entidades estatales suscriban con 
los cabildos Indígenas y las Asociaciones de Autoridades Tradicionales 
Indígenas, cuyo objeto esté relacionado con el fortalecimiento del 
Gobierno Propio, la identidad cultural, el ejercicio de la autonomía, y/o 
la garantía de los Derechos de los Pueblos Indígenas.

M)	 Los contratos que las entidades estatales suscriban con los 
consejos comunitarios de las comunidades negras, regulados por la 
Ley 70 de 1993, que se encuentren incorporados por· el Ministerio del 
Interior en el correspondiente Registro Público Único Nacional y que 
hayan cumplido con el deber de actualización de información en el 
mismo registro, cuyo objeto esté relacionado con el fortalecimiento 
del gobierno propio, la identidad étnica y cultural, el ejercicio de la 
autonomía, y/o la garantía de los derechos de los pueblos de las mismas 
comunidades.

N)	 Los contratos que las entidades estatales suscriban con las 
organizaciones de base de personas pertenecientes a poblaciones 
afrocolombianas, raizales y palenqueras o con las demás formas y 
expresiones organizativas, que cuenten con diez (10) años o más de haber 
sido incorporados por el Ministerio del Interior en el correspondiente 
Registro Público Único Nacional y que hayan cumplido con el deber 
de actualización de información en el mismo registro, cuyo objeto esté 
relacionado con el fortalecimiento de sus organizaciones, la identidad 
étnica y cultural, y/o la garantía de los derechos de las poblaciones de 
las mismas organizaciones.

[...]
Parágrafo 8°. La modalidad de contratación directa prevista en el 

numeral 4 de este artículo deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley 80 de 
1993 y sus modificaciones, o en los regímenes especiales de contratación, 
que disponen los requisitos jurídicos, técnicos y financieros; en todo 
caso teniendo en cuenta los principios de transparencia, responsabilidad, 
selección objetiva, economía, celeridad, imparcialidad, publicidad, 
eficacia y eficiencia.

Poder Público - Rama Legislativa

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1 °. Modifíquese el artículo 6 de la Ley 80 de 1993, el cual 
quedará así:

Artículo 6°. De la capacidad para contratar. Pueden celebrar 
contratos con las entidades estatales las personas consideradas 
legalmente capaces en las disposiciones vigentes. También podrán 
celebrar contratos con las entidades estatales los Cabildos Indígenas, 
las asociaciones de Autoridades Tradicionales Indígenas, los consejos 
comunitarios de las comunidades negras regulados por la Ley 70 de 
1993.

Para las organizaciones de base de comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras y las demás formas y expresiones 
organizativas, deberán contar con diez (10) años o más de haber sido 
incorporados por el Ministerio del Interior en el correspondiente 
Registro Público Único Nacional y que hayan cumplido con el deber 
de actualización de información en el mismo registro; y los consorcios 
y uniones temporales.

Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar 
que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más.

Parágrafo. Para efectos de la presente ley, la Corporación para la 
Reconstrucción de la Cuenca del Río Páez y Zonas Aledañas Nasa Ki’we 
podrá celebrar contratos para adelantar y ejecutar planes, programas 
y proyectos para la atención de las necesidades de los habitantes de 
las comunidades· étnicas de los municipios de Popayán, Almaguer, 
Bolívar, Buenos Aires, Cajibío, Caldono, Caloto, Corinto, El Tambo, 
Inzá, Jambaló, La Sierra, La Vega, Miranda, Páez, Patía, Piendamó, 
Puracé, Rosas, San Sebastián, Santander de Quilichao, Silvia, Sotará, 
Suárez, Toribío, Totoró del departamento del Cauca y los municipios 
de Neiva, Gigante, Íquira, La Argentina, La Plata, Nátaga, Paicol, 
Pitalito, San Agustín, Tesalia, Villavieja, Yaguará, Palermo y Rivera del 
departamento del Huila.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, e 
inclúyase el literal l), m) y n) al numeral 4, el cual quedará así:

Artículo 2°. De las modalidades de selección. La escogencia del 
contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección 
de licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y 
contratación directa, con base en las siguientes reglas:

[...]
4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación 

directa solamente procederá en los siguientes casos:
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Parágrafo 9°. La Fiscalía General de la Nación, la Contraloría General 
de la República, las Contralorías Territoriales, la Procuraduría General 
de la Nación y la Rama judicial, en el marco de sus competencias 
constitucionales y legales ejercerán el control judicial, disciplinario y 
fiscal, según corresponda, sobre los recursos públicos que se ejecuten 
a través de los contratos celebrados con cabildos indígenas, consejos 
comunitarios de las comunidades negras; organizaciones de base de 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras de los 
que trata el presente artículo; y los consorcios y uniones temporales y 
las demás personas naturales y jurídicas con capacidad para contratar, 
cualquiera sea la modalidad que se aplique a la correspondiente 
contratación.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 80 de 1993, el cual 
quedará así:

Artículo 7°. Entidades a contratar. Para los efectos de esta ley se 
entiende por:

1.	 Cabildo Indígena: Es una entidad pública especial, cuyos 
integrantes son miembros de una comunidad indígena, elegidos y 
reconocidos por esta, con una organización sociopolítica tradicional, 
cuya función es representar legalmente a la comunidad, ejercer la 
autoridad y realizar las actividades que le atribuyen las leyes, sus usos, 
costumbres y el reglamento interno de cada comunidad.

2.	 Consejo comunitario de las comunidades negras: Es la persona 
jurídica que ejerce la máxima autoridad de administración interna 
dentro de las Tierras de las Comunidades Negras, de acuerdo con los 
mandatos constitucionales y legales que lo rigen y los demás que le 
asigne el sistema de derecho propio de cada comunidad.

3.	 Formas o expresiones organizativas. Son manifestaciones que, 
en ejercicio del derecho constitucional de participación, asociación 
y de la autonomía de conjuntos de familias de ascendencia negra, 
afrocolombiana, raizal o palenquera que reivindican y promueven su 
cultura propia, su historia, sus prácticas tradicionales y costumbres, 
para preservar y proteger la identidad cultural y que estén asentados en 
un territorio que por su naturaleza no es susceptible de ser titulada de 
manera colectiva.

4	 Organizaciones de Base de Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. Son asociaciones 
comunitarias integradas por personas de las Comunidades Negras, 
Afrocolombianas, Raizales o Palenqueras, que reivindican y promueven 
los derechos étnicos y humanos de estas comunidades.

5.	 Organizaciones de Segundo Nivel. Son asociaciones de Consejos 
Comunitarios, formas y expresiones organizativas y/u organizaciones 
de base que agrupan a más de dos (2), inscritas en el Registro Único de 
la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras del Ministerio del Interior, siempre y cuando el 
área de influencia de la organización de segundo nivel corresponda a 
más de la tercera parte de los departamentos donde existan comisiones 
consultivas.

6.	 Consorcio: Cuando dos o más personas en forma conjunta 
presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración y 

ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente de todas y cada 
una de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato. En 
consecuencia, las actuaciones, hechos y omisiones que se presenten en 
desarrollo de la propuesta y del contrato, afectarán a todos los miembros 
que lo conforman.

7.	 Unión Temporal: Cuando dos o más personas en forma conjunta 
presentan una misma propuesta para la adjudicación, celebración 
y ejecución de un contrato, respondiendo solidariamente por el 
cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, pero las 
sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
propuesta y del contrato se impondrán de acuerdo con la participación 
en la ejecución de cada uno de los miembros de la unión temporal.

8.	 Asociaciones de autoridades tradicionales indígenas. Entidad de 
derecho público, encargada de fomentar y coordinar con las autoridades 
locales, regionales y nacionales, la ejecución de proyectos en salud, 
educación y vivienda. Esta entidad estará conformada por diez (10) 
organizaciones regionales indígenas.

Parágrafo 1°. Los proponentes indicarán si su participación es a 
título de consorcio o unión temporal y, en este último caso, señalarán 
los términos y extensión de la participación en la propuesta y en su 
ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento 
previo de la entidad estatal contratante.

Los miembros del consorcio y de la unión temporal deberán designar 
la persona que, para todos los efectos, representará al consorcio o unión 
temporal y señalarán las reglas básicas que regulen las relaciones entre 
ellos y su responsabilidad.

Parágrafo 2°. En los casos en que se conformen sociedades bajo 
cualquiera de las modalidades previstas en la ley con el único objeto 
de presentar una propuesta, celebrar y ejecutar un contrato estatal, la 
responsabilidad y sus efectos se regirá por las disposiciones previstas 
en esta ley para los consorcios. 

Parágrafo 3°. Los miembros que hagan parte de los consorcios o 
uniones temporales no podrán contratar acorde con lo previsto en la 
presente ley cuando hayan sido sancionados disciplinaria, fiscal o 
penalmente.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 65 de la Ley 80 de 1993, el cual 
quedará así:

Artículo 65. De la intervención de las autoridades que ejercen 
control fiscal. La intervención de las autoridades de control fiscal se 
ejercerá una vez agotados los trámites administrativos de legalización 
de los contratos. Igualmente, se ejercerá control posterior a las cuentas 
correspondientes a los pagos originados en los mismos, para verificar 
que estos se ajustaron a las disposiciones legales.

Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la 
vigilancia fiscal incluirá un control financiero de gestión y de resultados 
financieros en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de 
los costos ambientales.

El control previo administrativo de los contratos les corresponde a 
las oficinas de control interno.

Las autoridades de control fiscal pueden exigir informes sobre su 
gestión contractual a los servidores públicos de cualquier orden.

Lo anterior, sin perjuicio del control preventivo y concomitante 
ejercido por parte de la Contraloría General de la República, el cual 
se realizará en tiempo real a través del seguimiento permanente de los 
ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto de los recursos públicos, 
mediante el uso de tecnologías de la información, con la participación 
activa del control social y con la articulación del control interno.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del Honorable Senado de la República,
Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.
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La Presidente de la Honorable Cámara de Representantes,
Jénnifer Kristín Arias Falla.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de noviembre de 2021.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro del Interior,

Daniel Andrés Palacio Martínez.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
La Directora del Departamento Nacional de Planeación,

Alejandra Carolina Botero Barco.

Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 2991 DE 2021

(noviembre 24)
por la cual se reconoce como deuda pública de la Nación en virtud de lo establecido en 
el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 y se ordena el pago de las obligaciones de pago 
originadas en las providencias a cargo del Ministerio de Defensa Nacional discriminadas 

mediante Resolución 4294 del 21 de octubre de 2021.
El Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional, en ejercicio de sus facultades 

legales, en especial las conferidas por el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 y el artículo 
12 del Decreto 642 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 establece que:
“ARTÍCULO 53. PAGO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES EN MORA. Durante 

la vigencia de la presente Ley, la Nación podrá reconocer como deuda pública las 
obligaciones de pago originadas en sentencias o conciliaciones debidamente ejecutoriadas 
y los intereses derivados de las mismas, que se encuentren en mora en su pago a la fecha 
de expedición de la presente Ley. Este reconocimiento operará exclusivamente para las 
entidades que hagan parte del Presupuesto General de la Nación y por una sola vez. En 
estos casos, dichas obligaciones de pago serán reconocidas y pagadas bien sea con cargo 
al servicio de deuda del Presupuesto General de la Nación o mediante la emisión de 
Títulos de Tesorería TES Clase B. 

(…)”.
Que de acuerdo con el artículo 6° del Decreto 642 de 2020 modificado por el artículo 

3° del Decreto 960 de 2021, mediante acto administrativo la entidad estatal discriminará 
los montos y beneficiarios finales de las sentencias y conciliaciones debidamente 
ejecutoriadas que se encuentren en mora de su pago al 25 de mayo de 2019. Para este 
propósito, podrán (i) compilar únicamente Providencias sobre las que se celebren acuerdos 
de pago; (ii) únicamente Providencias sobre las que no se celebren acuerdos de pago; o 
(iii) una combinación de las anteriores.

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del Decreto 642 de 2020 para 
el reconocimiento como deuda pública de las obligaciones de pago de las que trata el 
artículo 53 de la Ley 1955 de 2019, la entidad estatal deberá allegar solicitud escrita de 
su representante legal cumpliendo con los requisitos enunciados en el inciso segundo del 
citado artículo 10. Esta solicitud deberá ser dirigida a la Dirección General de Crédito 
Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y deberá estar 
acompañada del acto administrativo debidamente ejecutoriado de que trata el considerando 
anterior.

Que el artículo 11 del Decreto 642 de 2020 estableció que, previo al reconocimiento 
como deuda pública, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público a través de la Dirección 
General de Crédito Público y Tesoro Nacional y la entidad estatal deberán celebrar un 
acuerdo marco de retribución, por medio del cual esta última reconoce como obligación 
a su cargo y a favor de la Nación, el pago por el total de las sumas que sean reconocidas 
como deuda pública en las resoluciones expedidas por el Director General de Crédito 
Público y Tesoro Nacional en los términos de artículo 12 del Decreto 642 de 2020.

Que, así mismo, el artículo de que trata el considerando anterior dispone que “(…) 
El reintegro de las sumas que haya pagado la Nación –Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público– en virtud del presente decreto, se realizará con cargo a las partidas 
presupuestales futuras de las Entidades Estatales. En todo caso, la Dirección General de 

Crédito Público y Tesoro Nacional y la entidad estatal podrán utilizar otros mecanismos 
que para el efecto se determinen”.

Que de acuerdo con el parágrafo segundo del artículo 11 del Decreto 642 de 2020, los 
costos financieros asociados al pago de providencias que efectúe el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público - Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, serán 
asumidos por la entidad estatal y serán incluidos dentro del acuerdo marco de retribución.

Que mediante memorando número 3-2021-003716 del 15 de marzo de 2021, la 
Subdirección de Riesgo de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional 
determinó dichos costos financieros en los siguientes términos: “En concordancia 
con la Estrategia de Gestión de Deuda de Mediano Plazo, la respuesta recibida de la 
Subdirección de Financiamiento Interno respecto a los Títulos de Tesorería TES Clase B 
que son considerados On The Run en este momento y, en consideración a que el Acuerdo 
Marco de Retribución a ser suscrito con el Ministerio de Defensa Nacional será para el 
largo plazo, se establece que el costo financiero que deberá asumir esta entidad por el 
reconocimiento de la deuda pública de las obligaciones de pago originadas en sentencias 
o conciliaciones en mora, será la tasa cupón del título On The Run con la duración que 
más se aproxima al plazo del acuerdo (10 años), siendo para el caso aquel con vencimiento 
del 9 de julio de 2036, cuya duración es 9,75 años y una tasa cupón de 6,25%”.

Que el Ministerio de Defensa Nacional y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a 
través de la Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, celebraron un acuerdo 
marco de retribución, en virtud del cual el Ministerio de Defensa Nacional reconoció como 
“obligación a su cargo y a favor de LA NACIÓN el pago total del monto correspondiente 
a las obligaciones originadas en sentencias o conciliaciones que serán reconocidas como 
deuda pública, en los términos de la(s) resolución(es) de reconocimiento y pago expedidas 
por el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, las cuales harán parte integral del presente ACUERDO MARCO DE 
RETRIBUCIÓN como Anexo No. 1. Así mismo, la ENTIDAD reconoce como obligación 
a su cargo y a favor de la NACIÓN el pago de los costos financieros en que incurra la 
NACIÓN. (…)”.

Que el artículo 12 del Decreto 642 de 2020 determinó lo siguiente: “El reconocimiento 
como deuda pública de las obligaciones de pago originadas en las Providencias a cargo de 
las Entidades Estatales solicitantes se hará mediante resolución expedida por el Director 
General de Crédito Público y Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en la que se reconocerá y se ordenará el pago de las obligaciones, bien sea con 
cargo al rubro de servicio de la deuda del Presupuesto General de la Nación, mediante 
la emisión de Títulos de Tesorería TES clase B o mediante una combinación de los dos”.

Que mediante la comunicación radicada en el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público con el número 1-2021-094735 del 26 de octubre de 2021, el Director de Asuntos 
Legales del Ministerio de Defensa Nacional allegó solicitud de reconocimiento como 
deuda pública a favor del Ministerio de Defensa Nacional y adjuntó la Resolución número 
4294 del 21 de octubre de 2021 “Por la cual se discriminan las providencias, montos y 
beneficiarios finales en aplicación de lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley 1955 de 2019 
“Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 - Pacto por Colombia, pacto por la equidad”, 
reglamentado por el Decreto 642 del 11 de mayo del 2020”.

Que la Resolución 4294 del 21 de octubre de 2021 referenciada en el considerando 
anterior consolidó las obligaciones de pago originadas en providencias, equivalentes 
al valor total de treinta y cuatro mil novecientos cuarenta y siete millones novecientos 
cuarenta y nueve mil ciento cuarenta y un pesos con nueve centavos moneda corriente 
($34.947.949.141,09), tal como se detalla en el Anexo 1 de esta resolución, el cual 
puede ser consultado en la página del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en el 
siguiente enlace: https://www.minhacienda.gov.co/webcenter/portal/AtencionPublico/
pages_atencinalciudadano/sentenciasconciliaciones/art53ley1955pnd2018-2022/
Mindefensa2021

Que el artículo 110 del Decreto 111 de 1996 establece que los órganos que son una 
sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y 
comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte y ordenar el gasto en 
desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la 
autonomía presupuestal a que se refiere la Constitución Política y la Ley.

Que el artículo antes citado, dispone que estas facultades se encuentran radicadas 
en cabeza del Jefe de cada órgano ejecutor, quien podrá delegarlas en funcionarios del 
nivel directivo o quienes hagan sus veces, los que las ejercerán teniendo en cuenta las 
disposiciones legales vigentes.

Que mediante Resolución número 1123 del 25 de mayo de 2005, el Ministro de 
Hacienda y Crédito Público delegó la ordenación del gasto del Servicio de la Deuda de la 
Nación en el Director General de Crédito Público y Tesoro Nacional,

RESUELVE:
Artículo 1°. Reconocimiento como Deuda Pública y orden de pago. Reconózcase 

como deuda pública la suma de treinta y cuatro mil novecientos cuarenta y siete millones 
novecientos cuarenta y nueve mil ciento cuarenta y un pesos con nueve centavos moneda 
corriente ($34.947.949.141,09), moneda legal colombiana correspondiente a la obligación 
de pago originada en las providencias a cargo del Ministerio de Defensa Nacional 
discriminadas en la Resolución 4294 del 21 de octubre de 2021 del Ministerio de Defensa 
Nacional y en consecuencia procédase al pago con cargo al rubro de servicio de la deuda 
del Presupuesto General de la Nación de la vigencia 2021, tal como se detalla en el Anexo 
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